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PRESENTE.-
La Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 57 y 64, fracción I de la Constitución Política del Estado de Chihuahua; 87, 88 y 111 de la Ley Orgánica, así como los artículos 80 y 81 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias, ambos ordenamientos del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, somete a la consideración del Pleno el presente Dictamen elaborado con base en los siguientes:

ANTECEDENTES

I. Con fecha 14 de diciembre de 2018, el Lic. Javier Corral Jurado, Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua, presentó iniciativa con carácter de decreto mediante la cual propone reformar la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, en materia de requisitos para el ingreso al servicio profesional de carrera, particularmente en lo relativo a la División de Operaciones Rurales.
II. Con fecha 18 de diciembre del año 2018, la Presidencia del H. Congreso del Estado, en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, tuvo a bien turnar de manera simplificada a esta Comisión de Dictamen Legislativo la Iniciativa referida, a efecto de proceder al estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente.
III. La Iniciativa citada se sustenta bajo los siguientes argumentos: 
“En el diagnóstico realizado en el Plan Estatal de Desarrollo, se señala de manera puntual que la Seguridad Pública es un tema central y prioritario de las agendas gubernamentales de los tres niveles de gobierno y de la sociedad, no hace falta mencionar su colosal importancia para el desarrollo integral de cualquier comunidad. Su garantía impacta en el mantenimiento de condiciones de estabilidad social, paz y tranquilidad; la carencia o deficiencia de las mismas conlleva graves afectaciones sociales. Existe la necesidad de cambiar el paradigma en materia de seguridad: ésta ya no tiene que ver con el uso de la fuerza, sino que debe estar orientada a la reducción de riesgos y existe una relación primordial entre seguridad, desarrollo y respeto a los derechos humanos. Ninguno de los tres elementos existe sin los otros. 

Tomando como base lo anterior, la presente administración tiene como objetivo generar las condiciones para que sus ciudadanos realicen sus actividades con confianza y libertad, estamos frente a instituciones sólidas.

Derivado de las disposiciones legales que establecen la concurrencia entre las autoridades federales, de los estados y de los municipios, se advierte la franca colaboración y coexistencia de funciones que entre ellas prevalecen y es por ello que tanto la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública como la del orden local, establecen las bases a fin de que éstas instancias se auxilien en beneficio de la ciudadanía en resguardo de sus bienes jurídicamente tutelados.

La función de seguridad pública conlleva todo el proceso desde la prevención general y especial de los delitos, la sanción de las infracciones administrativas, así como la investigación y la persecución de los delitos y la reinserción social del sentenciado, situación que involucra la participación de diversos actores, tales como policías preventivos, de reacción, investigadores y de custodia, así como la intervención activa de los agentes del Ministerio Público. La injerencia que tienen los elementos policiales es neurálgica, en ellos, se deposita, de manera directa, la gran responsabilidad de la salvaguarda de la vida, integridad y patrimonio de las personas, ante tal situación surge la corresponsabilidad del Estado en brindarles las condiciones a fin de que el servicio que aquellos proporcionen sea de calidad, fomentando en ellos un alto sentido de responsabilidad social, sin que tenga la intención de generar obstáculos que impidan a personas con una real vocación de servicio puedan incorporarse a las instituciones de seguridad pública. 

El Gobierno del Estado, en un posicionamiento de conciencia, reconocemos que las oportunidades no siempre son asequibles para todas las personas, estamos convencidos que ampliar las facilidades para acceder a sitios educativos, de formación, laborales y de otra índole, pueden incidir de manera positiva y potencial en beneficio de la comunidad chihuahuense, y por ello, en una apuesta a brindar condiciones que permitan a personas que han quedado rezagadas, logren ubicar espacios en donde se les conceda la oportunidad de ingresar, con la consigna de luchar por su superación y crecimiento dentro de esos lugares, bajo esquemas de profesionalización de alta calidad, equitativos, transparentes e incluyentes.

En este tenor, la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, establece entre otros aspectos, el marco normativo necesario observable para incorporar a las funciones de seguridad pública a mujeres y hombres que cuenten con el perfil y la vocación de servicio necesarios para poder ingresar y ser parte integrante de dichas instituciones, siempre bajo el reconocimiento y admiración de éstos que día a día arriesgan su vida por la seguridad e integridad de los demás.

La fracción II del artículo 10 de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, donde se prevé que uno de los objetivos de la coordinación, es la homologación del desarrollo policial, y en virtud de que la ley estatal es más exigente que la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, es que se ha planteado la reforma a dicho precepto local con el objeto de sea armonizada y que no constituya un obstáculo para que personas con verdadera vocación y empuje se vean impedidas para ingresar a las Instituciones de Seguridad Pública con motivo de su grado escolar; es decir, el artículo 88 apartado A fracción IV inciso c) de la multicitada Ley General, señala que en el caso de que los elementos pertenecientes al área de reacción deberán acreditar para su ingreso estudios correspondientes a la enseñanza media básica. En el ámbito local, la Ley del Sistema Estatal del Estado de Chihuahua en su artículo 60 fracción III incisos c) y d) prevé que los integrantes de la Policía de Seguridad, Custodia y Traslado y de Vigilancia de Audiencias Judiciales, así como el resto de la Policía deberán acreditar el nivel de educación media superior. En una interpretación analógica de la ley rectora en materia de seguridad pública y sobre todo, bajo las premisas de abrir oportunidades para quienes deseen incorporarse a las Instituciones Policiales, es que se establecería que los elementos de la División de Operaciones Rurales, quienes desarrollan funciones de naturaleza reactiva, les sea exigible únicamente la acreditación de educación media básica.

Es necesario precisar que si bien, la tendencia es contar con una policía que exija una mayor preparación y que se constituya certificada y profesional, también lo es que bajar el nivel de escolaridad como requisito para el ingreso a los cuerpos de seguridad pública, no debe considerarse como una involución, ya que en apego con el Plan Estatal de Desarrollo, en el que se establece como uno de sus objetivos ofrecer capacitación especializada y de alto nivel al personal operativo y administrativo de la Fiscalía General del Estado y a las Direcciones de Seguridad Pública de los 67 municipios del estado, con atención prioritaria a municipios con carencias en este servicio, se prevé que esta medida va aparejada con el compromiso ineludible de que una vez ingresados, y a través del Instituto Estatal de Seguridad Pública, reciban de manera gratuita la capacitación idónea y con ello alcanzar el grado de estudios requerido y deseado; igualmente dicha condición se constriñe únicamente para la División de Operaciones Rurales, unidad que opera de manera regular en los municipios siendo éstas las regiones donde existe un mayor grado de rezago, de falta de recursos y de oportunidades para sus habitantes. 

Por lo antes expuesto y con base en los requerimientos actuales de operatividad, teniendo como fin el de contar con mayor oportunidad para el ingreso a las Instituciones de Seguridad Pública de aquellas personas que deseen incorporarse a esta loable actividad, se considera oportuno plantear, mediante esta iniciativa, que los aspirantes a formar parte de las mismas y que no acrediten haber culminado la educación media superior, puedan aspirar a ingresar presentando constancia de estudios o en su caso, constancia de inscripción que acredite que se encuentra estudiando o que se ha inscrito en el plan de estudios correspondiente a educación media superior, con el apercibimiento que al momento de presentarse al proceso de evaluación para su permanencia, deberá acreditar que ha cumplido con el plan de estudios correspondiente a la educación media superior o su equivalente.

En suma, la presente iniciativa de reforma, pretende modificar la redacción del artículo 60, fracción III, inciso d) de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública con el objeto de cómo se motivó el supra líneas los aspirantes o integrantes de la División de Operaciones Rurales, les sea exigible únicamente, la educación media básica con lo que se armonizaría con lo dispuesto en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que en su artículo 88, apartado A, fracción IV, inciso c) establece que en caso de aspirantes a las áreas de reacción, los estudios a acreditar son los correspondientes a la enseñanza media básica.” (sic)
Ahora bien, al entrar al estudio y análisis de la Iniciativa en comento, quienes integramos la Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil, formulamos las siguientes:
CONSIDERACIONES
I.- Al analizar las facultades competenciales de este Alto Cuerpo Colegiado, quienes integramos esta Comisión de Dictamen Legislativo, consideramos que se cuenta con las atribuciones necesarias para elaborar el dictamen correspondiente.
II.- Como lo menciona el Gobernador Constitucional del Estado en la iniciativa de mérito, la seguridad pública no solo debe estar vinculada con el uso de la fuerza, “sino orientada a la reducción de riesgos” generadores de violencia, existiendo una relación elemental entre seguridad, desarrollo y respeto a los derechos humanos.
De la misma forma, coincidimos en el sentido de que esta función conlleva todo un proceso desde la prevención social de la violencia, pasando por la investigación delictiva, hasta los tratamientos post penitenciarios; de igual manera entendemos que en las personas encargadas de ejercitar esta función se deposita la responsabilidad de salvaguardar la vida, integridad y patrimonio de la población.

III.- En la actualidad existe una División de Operaciones Rurales que por su naturaleza, al momento de creación, se visualizó para que actuara con “la celeridad y eficacia necesaria en manifestaciones violentas”
, por ende, se podría entender que se trata de una policía de “reacción”.
Al pertenecer a un régimen de facultades expresas y al ser esta comisión de dictamen parte del proceso de creación normativa, es que determinamos aclarar que la división policial en comento, en la que se deposita la salvaguarda de la vida, integridad y patrimonio de las personas en las diferentes partes de la sierra y otras áreas del interior de la geografía estatal
, debe ser considerada como de reacción.

Entendida esta, de acuerdo a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, como aquella encargada de garantizar, mantener y restablecer el orden y la paz pública.

IV. Actualmente la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, fragmenta en tres grupos las funciones policiales, que son: De investigación, prevención y reacción
, cada uno de ellos cuenta con similares requisitos de ingreso y permanencia, por ende, existen diferencias como:   

1. En el caso de aspirantes a las áreas de investigación, deben contar con nivel de enseñanza superior o equivalente; 
2. Tratándose de aspirantes a las áreas de prevención, deben contar con enseñanza media superior o equivalente; y 
3. En caso de aspirantes a las áreas de reacción, los estudios correspondientes deben ser media básica;

Para el ejercicio de estas funciones, la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública establece a las personas que integran las instituciones policiales determinadas actividades como: De Investigación; Prevención; Operaciones Especiales; Inteligencia; Policía Vial; Fuerza Rural; Seguridad Bancaria, Comercial e Industrial; y Seguridad y Custodia de los Centros de Reinserción Social, de Internamiento para Adolescentes Infractores y de Traslado y Vigilancia de Audiencias Judiciales.
  

La Comisión Estatal de Seguridad Pública desarrolla estas actividades, auxiliándose en las siguientes áreas: 

1. División de Fuerzas Estatales. 
2. División de Operaciones Especiales. 
3. División de Inteligencia. 
4. División de Policía Vial. 
5. División de Operaciones Rurales. y

6. División de Seguridad Bancaria, Comercial e Industrial. 

Para poder pertenecer a estas divisiones, de forma similar a la Ley General, se establecen grupos con determinados requisitos como son: 

I. Las personas integrantes de la Agencia Estatal de Investigación y de la División de Inteligencia de la Comisión Estatal de Seguridad, requieren nivel de estudios de licenciatura;

II. Las personas que integran la Policía de Seguridad, Custodia y Traslado y de Vigilancia de Audiencias Judiciales, deben acreditar el nivel de educación media superior; y 
III. Y el resto de las divisiones deben contar con educación media superior
. 
De ahí podemos establecer dos grupos: El primero, aquellos que requieren de nivel licenciatura y el segundo, son los que necesitan acreditar la educación media superior, tal y como se muestra en el siguiente recuadro:
	Área
	Estudios

	Investigación
	Licenciatura

	Inteligencia
	

	

	Fuerzas Estatales
	Media superior

	Operaciones Especiales
	

	Policía Vial
	

	Operaciones Rurales
	

	División de Seguridad Bancaria, Comercial e Industrial
	


V.- Ahora bien, si atendemos a la descripción funcional de la actividad preventiva y la comparamos con la fuerza rural, nos daremos cuenta que la primera se caracteriza sustancialmente con la función de prevención referida en la Ley General, y la segunda, se identifica con la de reacción de acuerdo con el mismo cuerpo normativo general, tal y como se muestra en el siguiente recuadro:
	
	Características funcionales

	
	Ley General
	Ley Estatal

	Prevención 
	Artículo 75. Fracción II. 

Prevención, que será la encargada de llevar a cabo acciones tendientes a prevenir la comisión de delitos e infracciones administrativas, a través de acciones de investigación, inspección, vigilancia y vialidad en su circunscripción
	Artículo 165. Fracción II. 

De Prevención, con el objeto de llevar a cabo acciones tendientes a prevenir, disuadir o inhibir la comisión de delitos e infracciones administrativas y a realizar las acciones de inspección, vigilancia en su circunscripción. 

	Reacción 
	Artículo 75. Fracción III. 

Reacción, que será la encargada de garantizar, mantener y restablecer el orden y la paz públicos.
	Artículo 165. Fracción IV. 

De Fuerza Rural, dotada de medios modernos que le permitan actuar con la celeridad y eficacia necesaria en manifestaciones violentas o conductas que pudieran ser consideradas como delictivas en las diferentes partes de la sierra y otras áreas del interior de la geografía estatal. 


Por lo que respecta al tema de nuestra incumbencia, nos damos cuenta que la fuerza rural desarrolla actividades de reacción, ya que acciona su operación una vez que existe una “manifestación violenta” o una “conducta probablemente delictiva”, per se, ambos complementos rectores (manifestación y conducta) quedan fuera de la actividad primigenia de la prevención, debido a que esta, lo que trata es que no se colmen esos complementos.

Recordemos que la prevención trata de evitar la comisión de delitos e infracciones administrativas, por lo que una vez que se exponen dichas actividades, disminuye su eficacia y cobra vigencia la reacción.

Una vez entendido lo anterior, podemos establecer que la División de Operaciones Rurales desarrolla actividades de reacción, situación que se infiere no solo por esta reflexión, sino porque se le instruye actuar con celeridad y eficacia, lo que implica por sí sola una reacción.
Sin embargo, se nos presentan dos situaciones a considerar: la primera, relacionada con un “régimen de facultades expresas”, en donde no deberíamos estar infiriendo con razonamientos de esta índole respecto a si se considera o no una policía de reacción; y la segunda relacionada con “facultades concurrentes”, ya que al desarrollar esta función reactiva y en armonía con la Ley General, el requisito de ingreso para el personal de dicha división debería ser media básica; visualizados ambos aspectos a la luz del principio de supremacía constitucional. 
VI.- 1. La Constitución Política del Estado de Chihuahua instituye aquel régimen de facultades expresas en nuestra entidad, al mencionar en su artículo 28: 

“El ejercicio del poder público se limita a las facultades expresamente consignadas en esta Constitución, la Federal y las leyes que se expidan de conformidad con las mismas.”

Por ende, es fácilmente comprensible que si queremos darle el trato de policía de reacción a la División de Operaciones Rurales, habremos de expresarlo en el instrumento correspondiente y de esta forma proporcionar la certeza legislativa adecuada al área referida.

2. Por lo que respecta a la armonización de nuestro marco jurídico con la legislación general, habremos de tomar en consideración que el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que “Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados”; así mismo, el propio constituyente determinó en diversos artículos del mismo instrumento, la posibilidad de establecer un reparto de competencias conocido como “facultades concurrentes”
 en determinadas materias.
En 18 de junio de 2008, se publicó en el Diario Oficial de la Federación diversas reformas concernientes –en su mayoría- al sistema penal, dentro de las cuales, se reformó la fracción XXIII del artículo 73, atribuyendo al Congreso de la Unión las facultades para expedir leyes que establecieran las bases de coordinación con las entidades federativas respecto a las instituciones de seguridad pública
. 

Por ende, a la luz de las facultades concurrentes, el constituyente estableció la posibilidad de que los municipios, estados y federación puedan actuar respecto de una misma materia.

El 02 de enero de 2009 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública
, misma que distribuyó competencias y estableció las bases de coordinación entre la federación, estados y municipios.

Aún y cuando en abril de 2009 contábamos con una Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, fue necesario durante el año 2013 publicar en el Periódico Oficial del Estado la nueva Ley que armonizaba nuestro sistema local, en ejercicio de la facultad concurrente limitada por el constituyente federal.

Lo que antecede, sedimenta nuestro sistema estatal de seguridad pública y para el caso que ocupa, la Ley General establece como requisito de ingreso para el personal que desarrolle las funciones de reacción, contar con educación media básica; empero, nuestra ley estatal establece media superior, lo que implica un aumento en las obligaciones para las personas que pretenden incorporarse a esta división. 
En este momento surge la interrogante de si la norma local puede aumentar o disminuir las obligaciones o prohibiciones contempladas en la Ley General, y para dar respuesta, exponemos la siguiente jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que refiere: 
“LEYES LOCALES EN MATERIAS CONCURRENTES. EN ELLAS SE PUEDEN AUMENTAR LAS PROHIBICIONES O LOS DEBERES IMPUESTOS POR LAS LEYES GENERALES.

Las leyes generales son normas expedidas por el Congreso de la Unión que distribuyen competencias entre los distintos niveles de gobierno en las materias concurrentes y sientan las bases para su regulación, de ahí que no pretenden agotar la regulación de la materia respectiva, sino que buscan ser la plataforma mínima desde la que las entidades puedan darse sus propias normas tomando en cuenta su realidad social. Por tanto, cumpliendo el mínimo normativo que marca la ley general, las leyes locales pueden tener su propio ámbito de regulación, poniendo mayor énfasis en determinados aspectos que sean preocupantes en una región específica. Si no fuera así, las leyes locales en las materias concurrentes no tendrían razón de ser, pues se limitarían a repetir lo establecido por el legislador federal, lo que resulta carente de sentido, pues se vaciaría el concepto mismo de concurrencia. En este sentido, las entidades federativas pueden aumentar las obligaciones o las prohibiciones que contiene una ley general, pero no reducirlas, pues ello haría nugatoria a ésta.”

De ahí que el requisito de ingreso exigido actualmente al personal de la división rural, respeta el principio de supremacía constitucional
 y es acorde al concepto de “facultades concurrentes”. Sin embargo, también dicha jurisprudencia y concurrencia jurídica, nos permite disminuir el requerimiento de ingreso –siempre y cuando no se reduzca lo establecido en la norma general- y encuentre justificación en su realidad social, tomando en cuenta aspectos preocupantes en una región específica.   
En este tenor, debemos partir del hecho de que a la división rural principalmente le atañe reaccionar en la zona serrana, en donde sabemos que su labor se dificulta por el fenómeno delincuencial complejo y multifactorial que se presenta en aquella región. Adicionalmente se debe tomar en cuenta que nuestra entidad representa el 12.6% del territorio nacional
, que son 247,487 Kilómetros cuadrados de superficie, de los cuales la sierra madre occidental ocupa menos del 50% y las sierras y llanuras del Norte más del 50% del territorio estatal
.
	La superficie estatal de las provincias: Sierra Madre Occidental, Sierras y Llanuras del norte.
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Es de considerarse también que nuestra geografía presenta puntos elevados como el cerro Mohinora a 3,293 metros sobre el nivel del mar, seguido por la sierra Gasachi y el cerro Güirichique a 3,066 y 2,751m.s.n.m. respectivamente, o elevaciones serranas como la Sierra San Martín Borracho, La Parra, Encinillas o El Diablo, a 2,114, 2,114, 2,074 y 2,040 m.s.n.m. respectivamente
, aunado a  barrancas y demás zonas rurales.

Como puede verse, la justificación exigida por la jurisprudencia se colma respecto de los aspectos regionales que se han aludido, de ahí que reiteramos, desde la perspectiva geográfica, que la División de Operaciones Rurales tiene una complicada labor para atender y proporcionar el orden y la paz pública en todo este extenso territorio, complicándose su función aún más, debido a que su primigenia tarea es reaccionar con celeridad y eficacia, por ende, para trasladarse con esa rapidez de un punto a otro dentro de su territorio competencial, deben tener el personal, infraestructura y conocimiento adecuado para restablecer el orden con la rapidez que se exige. 

Por ende, este es un aspecto preocupante en la zona serrana y/o rural de nuestra entidad; que aun y cuando tengamos la infraestructura y los conocimientos para reaccionar con la debida celeridad, si no contamos con el elemento principal, el personal, no podremos tener todas las herramientas necesarias para hacer frente a tan neurálgico problema.  
Una realidad social en nuestro Estado, es que según datos del INEGI 2015, el 94.5% en nuestra entidad son alfabetas, sin embargo, el 54.1% solo tiene escolaridad básica, 3.6%  sin escolaridad y 2.1% sin especificar, por ende, sólo el 40.2% de la población, podría tener la oportunidad de ingresar a esta área, empero, si tomamos en consideración que las personas con educación superior tienen derecho a ingresar a la Fiscalía con prestaciones superiores, estas no se inscriben en la división rural, y no por demeritarla, sino porque el adiestramiento y requerimiento funcional es distinto. 
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De ahí que, sí sólo el 18.8% de la población cuenta con licenciatura, y el 59.8% no llega a la educación media superior, solo el 21.4% de toda la población del Estado podría tener la oportunidad de ingresar a esta división y de continuar con sus estudios en la corporación.   
Es por ello que si tomamos en consideración la fisiografía de nuestro Estado y el poco segmento poblacional que puede acceder a formar parte de nuestra institución policiaca, nos daremos cuenta que por más inversión en infraestructura y conocimiento geográfico estatal que se tenga, si no contamos con el personal, no podremos satisfacer el requerimiento social para restablecer la seguridad y paz pública en nuestra entidad. De ahí que, al conjugarse las características geográficas del Estado, con el complejo y multifactorial fenómeno delincuencial y el escaso grupo poblacional que puede acceder a la institución policiaca por su grado académico, no solamente sería posible, sino exigible de acuerdo a lo manifestado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia referida anteriormente, el disminuir el requisito académico para ingresar a dicha corporación. 
3. Ahora bien, en cuanto al principio de supremacía constitucional contemplado en el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tratándose de facultades concurrentes, este principio se vulneraria si la ley general o local contradijeran disposiciones de aquella
.

Como hemos visto, el constituyente otorga al legislador federal en el artículo 73, fracción XXIII, la facultad de expedir la Ley que establezca las bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas y los Municipios en materia de seguridad pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 de esta Constitución.

En ejercicio de dicha facultad se expidió la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública que, entre otras disposiciones y para el caso que nos ocupa, establece en su artículo 88, apartado A, fracción IV, inciso c), que: En el caso de aspirantes a las áreas de reacción, para poder ingresar, los aspirantes deben tener los estudios correspondientes a la enseñanza media básica. 
Bajo esta secuencia lógica, jurídica y jerárquica, en uso de las facultades concurrentes, Chihuahua expidió la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, que entre otras disposiciones en su artículo 60, fracción III, inciso d), establece que para poder pertenecer al área de reacción, como es el caso de la División de Operaciones Rurales, se debe contar con educación media superior.
Por ende, si localmente disminuimos el estándar obligacional educativo a media básica, no trasgredimos el principio de supremacía constitucional, pues para que se vulnere se requiere que la disposición reglamentaria rebase o contradiga a la ley y que ésta forme parte de las que integran la Ley Suprema de la Unión
. Tal y como se muestra en la siguiente gráfica: 
	
	Características 

	
	Ley General
	Ley Estatal (propuesta)

	Policía de Reacción
División de Operaciones Rurales
	Artículo 88. Apartado A. Fracción IV. Inciso c) 

c) En caso de aspirantes a las áreas de reacción, los estudios correspondientes a la enseñanza media básica;
	Artículo 60. Fracción III. Inciso d) 

d) Para el resto de la Policía, deberán contar con educación media básica. 
	3. Supremacía Constitucional

	.1 Facultades Expresas
	
	
	

	
	.2 Facultades Concurrentes


Distinto seria, si en lugar de media básica se estableciera básica, ya que dejaría de lado esta armonía legislativa vulnerando las Facultades Concurrentes y Supremacía Constitucional.  
Es por todo lo anterior que primero, para respetar un régimen de facultades expresas, se aclara que la División de Operaciones Rurales es una policía de reacción.

Después, en ejercicio de las facultades concurrentes proporcionadas por la constitución federal y en armonía con la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, se establece como requisito para ingresar a la división en comento, la de contar con educación media básica.    

Llegando a esa determinación, en virtud de la realidad social y problema regional expuesto, esto es,  las características geográficas del Estado (donde opera esta División), el complejo y multifactorial fenómeno delincuencial, y el escaso grupo poblacional que puede acceder a la institución policiaca por su grado académico.  
VII.- En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, la Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil, somete a la consideración del Pleno el siguiente proyecto de  
DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman los artículos 53, fracción IX; 60, párrafo segundo, fracción III, sus incisos c), d) y e); y 165, fracción VI; se adicionan al artículo 60, párrafo segundo, fracción III, un párrafo segundo; 112, fracción IV, un párrafo segundo; todos de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, para quedar redactados de la siguiente forma:
Artículo 53. …

I. a VIII. …

IX. Los Integrantes podrán ser cambiados de adscripción, con base en las necesidades del servicio y solo cuando cumplan con los requisitos de ingreso y permanencia que exige el área al que serán adscritos.
X. y XI. ...

Artículo 60. …

…
I. y II. …

III. …

a) y b) ...

c) Para Integrantes de la Agencia Estatal de Investigación y de la División de Inteligencia de la Comisión Estatal de Seguridad, nivel licenciatura. 

d) Para integrantes de la División de Operaciones Rurales, educación básica.
e) Para el resto de la Policía, deberán contar con educación media superior.
La Fiscalía General del Estado, por conducto del Instituto Estatal de Seguridad Pública, gestionará y llevará a cabo las acciones necesarias para que las y los integrantes de la División de Operaciones Rurales acrediten grados académicos superiores al que tenían a su ingreso.

IV. a XI. …
…

Artículo 112. …
I. a III. …
IV. ...

Para el caso de la policía de reacción, de acuerdo a los programas antes referidos o demás instituciones con autorización o reconocimiento de validez oficial, deberán continuar con sus estudios, al menos, hasta el nivel de educación media superior.   

V. a XIV. …

Artículo 165. …
I. a V. …

VI. De Fuerza Rural, dotada de medios modernos que le permitan reaccionar con la celeridad y eficacia necesaria en manifestaciones violentas o conductas que pudieran ser consideradas como delictivas en las diferentes partes de la sierra y otras áreas del interior de la geografía estatal. 

VII. y VIII. …
…
ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ECONÓMICO.- Aprobado que sea, túrnese a la Secretaría para que elabore la minuta de Decreto, en los términos en que deba publicarse.

D A D O en el Recinto Oficial del Poder Legislativo, en Ciudad Juárez, Chih., a los 26 días del mes de abril de 2019.
ASI LO APROBÓ LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA Y PROTECCIÓN CIVIL, EN REUNIÓN DE FECHA 25 DE ABRIL DE 2019.
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La presente hoja de firmas corresponde al Dictamen que recae a la iniciativa A470 mediante la cual propone reformar la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, en materia de requisitos para el ingreso al servicio profesional de carrera, particularmente en lo relativo a la División de Operaciones Rurales.
� Vid. Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública. Artículo 165. Fracción VI. 15 de febrero de 2019. “De Fuerza Rural, dotada de medios modernos que le permitan actuar con la celeridad y eficacia necesaria en manifestaciones violentas o conductas que pudieran ser consideradas como delictivas en las diferentes partes de la sierra y otras áreas del interior de la geografía estatal.”


� Ídem. 


� Vid. Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Artículo 75 fracción III. Vigente al 15 de febrero de 2019. “III. Reacción, que será la encargada de garantizar, mantener y restablecer el orden y la paz públicos.”


� Ídem. Artículo 75. Vigente al 15 de febrero de 2019.


� Ídem. Artículo 88. Apartado A. fracción IV. Vigente al 15 de febrero de 2019.


� Vid. Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública. Artículo 165. Vigente al 15 de febrero de 2019.


� Ídem. Artículo 151. Apartado A.  Vigente al 15 de febrero de 2019.


� Ídem. Artículo 60. Fracción III, incisos d) y c). Vigente al 15 de febrero de 2019.


� Pleno SCJN. Jurisprudencia. Novena Época. Registro: 187982. Materia: Constitucional. FACULTADES CONCURRENTES EN EL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO. SUS CARACTERÍSTICAS GENERALES.


� Vid. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. artículo 73 fracción XXIII: “Para expedir leyes que establezcan las bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas y los Municipios, así como para establecer y organizar a las instituciones de seguridad pública en materia federal, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 de esta Constitución.”


� Vid. Diario Oficial de la Federación. 02/01/09.  Puede ser consultado en https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5076728&fecha=02/01/2009


� Principio contemplado en el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 


“Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de las entidades federativas.”. 


Vid. Tesis: Aislada. Segunda Sala. Décima Época. Registro: 2002065. Octubre de 2012. SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL. LA REFORMA AL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DE 10 DE JUNIO DE 2011, RESPETA ESTE PRINCIPIO.


�Vid.http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/estudios/conociendo/Chihuahua.pdf 19 febrero 2019.


� Vid. Síntesis de información geográfica del Estado de Chihuahua INEGI 


� Vid. INEGI y puede ser consultado en la página  http://cuentame.inegi.org.mx/monografias/informacion/chih/territorio/relieve.aspx?tema=me&e=08  19 de febrero 2019. 


� NEGI. Información Topográfica Digital Escala 1:250 000, serie II. Carta Topográfica Escala 1:50 000, serie II. Puede ser consultada en la página  http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/anuarios_2015/702825076191.pdf 19 febrero 2019.


� Fuente: INEGI censo 2015 que puede ser consultado en el siguiente enlace electrónico:   https://www.inegi.org.mx/app/indicadores/?t=0060001000000000&ag=08#divFV6207019031 19 febrero 2019.





� Tipo de Tesis: Aislada. Décima Época. Registro: 2008026. Tribunales Colegiados de Circuito. Noviembre de 2014. SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL. NO SE TRANSGREDE ESE PRINCIPIO CUANDO SE ORIGINE UN CONFLICTO ENTRE LEYES FEDERALES Y LOCALES POR UNA APARENTE CONTRADICCIÓN ENTRE ELLAS, TRATÁNDOSE DE FACULTADES CONCURRENTES.





� Vid.  Tesis Aislada. Décima Época. Registro: 2000007. Segunda Sala. Diciembre de 2011. CONTROL DEL TABACO. LOS ARTÍCULOS 78 Y 79 DEL REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY, DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA Y DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL.
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